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RESUMEN

La entrada en vigor de la Ley de Proteccién y Uso Sostenible del Litoral ha supuesto un
aparente cambio en el régimen juridico aplicable a los nicleos costeros, extendiendo el ré-
gimen transitorio flexible de los suelos urbanos a otros niicleos no clasificados formalmente
como tales, pero que retinan sus caracteristicas ficticas. Esta prevision legal, que antes
podia derivarse del régimen transitorio previsto en el Reglamento de Costas, que aludia a
las denominadas «4reas urbanas», ha sido objeto de un desarrollo reglamentario ciertamente
estricto, que no ha atendido a la realidad de la situacién de estos nicleos, muchos de los
cuales no estdn delimitados por el planeamiento vigente en el respectivo municipio. Resulta
necesaria, por tanto, una reflexién sobre la aplicacién del nuevo régimen transitorio de la Ley
de Costas a los nicleos costeros, para evitar que la modificacién legal sea sélo una variacién
de términos sin resultado prictico.

PALABRAS CLAVE: dominio publico maritimo-terrestre, servidumbre de proteccién del do-
minio publico maritimo-terrestre, nicleos costeros, suelo urbano, ley de proteccién y uso
sostenible de litoral.

ABSTRACT

«Recognition of the coastal communities under the law for protection and sustainable use
of the coast: special reference to Canary Islands». The Law on Protection and Sustaina-
ble Use of Coastal has been an apparent change in the legal regime applicable to coastal
communities, extending the flexible transitional regime of urban land to other nuclei not
formally classified as such, but who meet its factual characteristics, that could be find in
the transitional arrangements in the costal statutory instrument. Is necessary, therefore, a
reflection on the implementation of this new transitional regime to prevent the new rules
to be only a variation of terms without practical results.

Keyworbps: public domain, coastal, urban soil, protection and substainable use of the coast.
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1. EL PUNTO DE PARTIDA: BREVE ANALISIS DE LA SERVIDUMBRE
DE PROTECCION DEL DOMINIO PUBLICO MARITIMO-TERRES-
TRE EN LA NUEVA LEGISLACION DE COSTAS

La servidumbre de protecciéon del dominio publico maritimo-terrestre no ha
variado de forma sustancial su régimen juridico tras la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de
Proteccién y Uso Sostenible del Litoral y de modificacién de la Ley 22/1988, de 28 de
julio, de Costas (LPUSL), que se recoge en los articulos 23 al 26 de la Ley 22/1988,
de 28 de julio, de Costas (LC)'. Bdsicamente se define como una limitacién general?
de todos los terrenos incluidos en una franja que se proyecta horizontalmente cien
metros medidos tierra adentro desde el limite interior de la ribera del mar y que se
puede ampliar otros cien metros previo acuerdo con la Administracién autonémica
y el Ayuntamiento respectivos.

Sin embargo, por lo que a este trabajo interesa, es en el régimen transitorio
de la LC y de la LPUSL donde encontramos las reglas juridicas que van a regir el
reconocimiento y delimitacién de los nicleos costeros.

2. EL REGIMEN TRANSITORIO APLICABLE A LA ZONA
DE SERVIDUMBRE DE PROTECCION EN LA LEY
DE COSTAS TRAS LA LEY 2/2013

Asi, ya desde su entrada en vigor la disposicién transitoria 3.* de la LC,
en su apartado 3% establecié la salvedad de que la anchura de la servidumbre de
proteccion en suelo urbano se reducia a veinte metros, regla que ha dado lugar a un
sinfin de conflictos entre la Administracion del Estado y las Comunidades Aut6-
nomas con litoral, pues el reconocimiento del cardcter urbano de unos terrenos por

! Se modifican los apartados 3 del articulo 23 y 1, ¢) y 2 del articulo 25, afadiendo un
apartado 4.

% Dicha limitacién es una manifestacién de la supremacia del interés general sobre las situa-
ciones activas de los particulares. El interés general prevalente estd representado por las caracteristicas
naturales del medio ambiente litoral. La situacién de inferioridad de los derechos de los particulares
se manifiesta en la restriccién de su contenido o en la exigencia de requisitos para su ejercicio, que
supondrdn una intervencién administrativa. Y todo ello, a su vez, se justifica en una determinada
concepcidn de la funcidn social de la propiedad. En este sentido, el Tribunal Constitucional, en su
sentencia 149/1991, de 4 de julio [RTC 1991\149; suplemento al BOE n.© 180, de 29 de julio de 1991]
—F.J. 8.A—, para justificar la profunda incidencia que en los derechos de los particulares supone
esta limitacién, afirma que «... la funcién social de la propiedad, con arreglo a la cual las leyes han
de delimitar el contenido propio de ésta, opera, en efecto, no sélo en abstracto, por asi decir, para
establecer el contenido de la institucién constitucionalmente garantizada, sino también en concreto,
en relacién con las clases de bienes sobre los que el dominio recae. El legislador puede establecer, en
consecuencia, regulaciones distintas de la propiedad en razén de la naturaleza propia de los bienes
y en atencion a las caracteristicas generales de éstos, como es el caso que ahora nos ocupa, la de su
contigiiidad o proximidad respecto del dominio pablico maritimo-terrestre...».

* En el mismo sentido el articulo 44.4 RGC.



la Administracién autonémica correspondiente determinaba la reduccién territorial
de las competencias sobre la franja contigua al demanio maritimo-terrestre de la
Administracién del Estado.

Dicho apartado viene desarrollado por la disposicién transitoria 10.* del
Reglamento General de Costas, aprobado por Real Decreto 876/2014, de 10 de
octubre (RGC)*, que a efectos del reconocimiento de dicho cardcter urbano exige
su previsién expresa en el planeamiento vigente en la fecha de entrada en vigor de la
LC (29 de julio de 1988°) o bien la declaracién expresa y posterior de dicho cardc-
ter urbano por la Administracién urbanistica (autonémica) porque los terrenos en
cuestién estuvieran consolidados por la edificacion o contaran con la urbanizacién
primaria en la fecha de entrada en vigor de la LC®.

En relacién con este régimen transitorio interesa destacar dos cuestiones:

A) CONTROL PREVIO VERSUS CONTROL POSTERIOR DE LA ACTIVIDAD PRIVADA

De un lado, el debate que se suscita sobre la sujecién a control previo (auto-
rizacién) o posterior (declaracién responsable) de las obras que pretendan ejecutarse
en la servidumbre de proteccién.

Y es que el articulo 13 bis LC (introducido por el articulo 1.0 8 LPUSL)
dispone que los titulares de obras e instalaciones que, tras la revisién del deslinde
(por alteracién de la configuracién del dominio publico maritimo-terrestre) se incor-
poren a la zona de servidumbre de proteccién podrdn realizar obras de reparacién,

* En los mismos términos se expresaba la disposicién transitoria 9.* 3 del Reglamento
General para desarrollo y ejecucién de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, aprobado por
Real Decreto 1.471/1989, de 1 de diciembre, derogado por la disposicion derogatoria tinica del Real
Decreto 876/2014.

> Conforme a su disposicién final 3. y teniendo en cuenta que la LC se publicé en el BOE
Num. 181, de 29 de julio de 1988.

¢ La tinica diferencia es que en el primer supuesto existe un limite temporal a dicha cla-
sificacién —fecha de entrada en vigor de la LC—, mientras que en el segundo, el acto juridico de
reconocimiento por la Administracién urbanistica de la existencia de consolidacién por la edificacién
o urbanizacién primaria en los terrenos cuya declaracién como dreas urbanas se pretende puede tener
lugar con posterioridad al 29/07/1988, por tener cardcter declarativo, no constitutivo, si bien dicha
situacién fictica si ha de existir antes de la entrada en vigor de la LC. Asi, la sentencia de la Audiencia
Nacional de 3 de julio de 2003 [JUR 2006\274320] sefiala —F.]J. 3.>—: «La norma, en estos casos,
no exige que el acto o resolucién de la Administracién urbanistica sea anterior a la vigencia de la Ley
de Costas, lo que exige, l6gicamente, es que la situacién urbana consolidada sea anterior a la Ley,
siendo esto lo definitivo. De hecho, lo que exige la Ley es que “el suelo sea urbano a la entrada en
vigor de la presente ley”; y el suelo es urbano, no porque lo reconozca expresamente la Administracién,
sino porque asi lo establezca la Ley. De este modo la norma reglamentaria, para que no se aparte del
tenor de tal “ley, debe interpretarse en el sentido que el tiempo de la resolucién de la Administracion
urbanistica no sea esencial, siéndolo, sin embargo, que la situacién urbanistica consolidada sea ante-
rior a la entrada en vigor de la Ley™. En el mismo sentido se expresan las sentencias de la Audiencia
Nacional de 31 de enero de 2007 [La Ley 1306/2007] —F.J. 2.0—, 27 de octubre de 2006 [La Ley
131505/2006] —E.J. 2.o— y 22 de febrero de 2006 [La Ley 24285/2006] —F.J. 2.0—.
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mejora, consolidacién y modernizacién’, mediante declaracién resposable, previa
a la autorizacién urbanistica procedente®. Y en la disposicién transitoria 4.* 2, ¢
LC (modificada por el articulo 1.40 LPUSL) se habilitan las mismas obras’ en las
obras e instalaciones situadas en la zona de servidumbre de proteccién, previendo
en el apartado 3, tltimo pdrrafo, su sujecion a declaracion responsable. Es decir, se
prevé la sujecién a declaracién responsable de las obras a realizar en las instalaciones
que se incorporen (a partir de la entrada en vigor de la LPUSL) a la servidumbre
de proteccién por alteracién del deslinde del dominio pablico maritimo-terrestre, y
las que se realicen en las construcciones e instalaciones que se incluyeran en dicha
zona previamente a la entrada en vigor de la LC.

Sin embargo, en Canarias cualquier obra, instalacién o actividad a reali-
zar en la zona de servidumbre de proteccidn estd sujeta a autorizacién previa de la
Viceconsejeria de Politica Territorial del Gobierno de Canarias, de acuerdo con el
Decreto 171/2006, de 21 de noviembre, por el que se regula el procedimiento para la
tramitacién de autorizaciones en la zona de servidumbre de proteccién del dominio
publico maritimo-terrestre.

Se plantea, por tanto, una contradiccién entre la normativa bésica estatal
en materia de proteccién del medio ambiente (la LC) y la normativa autonémica de
desarrollo y ejecucién de la normativa estatal (el Decreto 171/2006), que habria de
resolverse en mi opinidn a favor de ésta tltima, como ya ha sostenido la doctrina'®,
el 6rgano consultivo autonémico' y el Tribunal Constitucional'?.

Ademds, avala esta posicién la regulacién contenida en el propio RGC, cuyo
articulo 49.1 sujeta a autorizacién de la respectiva Comunidad Auténoma los usos
permitidos en la zona de servidumbre de proteccién.

No obstante, podria salvarse esta aparente contradiccién en el sentido de que
las obras a realizar sobre construcciones e instalaciones existentes sélo estdn sujetas
a declaracién responsable, mientras que el uso de la servidumbre de proteccién que
se realice a través de una «obra nueva, a ejecutar al amparo de los articulos 25 LC
y 49.1 RGC, serd objeto de intervencién previa a través de la correspondiente auto-
rizacién, al igual que las obras complementarias e instalaciones accesorias respecto
a edificaciones preexistentes, siempre que se encuentren vinculadas a las mismas y
cumplan la normativa urbanistica en vigor, como afiade la disposicién transitoria
22.*8 RGC, flexibilizando la prohibicién que establece la disposicién transitoria 1.*

7 Con el limite material de que no impliquen aumento de volumen, altura ni superficie.

8 Del mismo tenor es el articulo 27.4 RGC.

? Afadiendo que el incremento de valor que comporten no serd tenido en cuenta a efectos
expropiatorios.

10 ViLLaR Rojas, Francisco José: «Las Areas Urbanas en el Litoral (a propésito de la Ley
7/2009)», en SANTANA RODRIGUEZ, Juan José (coord.): Diez asios de la Ley de Ordenacion del Territorio
de Canarias (cap. vin), Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, 2010, p. 279.

" Dictamen del Consejo Consultivo de Canarias 289/2013, de 30 de julio de 2013, en
relacién con el recurso de inconstitucionalidad frente a la LPUSL —Fundamento 11.2—.

12 Sentencia del Tribunal Constitucional nim. 149/1991, de 4 de julio —F.J. 3, D), d)—
(BOE nim. 180, de 29 de julio de 1991).



de la Ley 2/2013 —que analizaremos posteriormente— de nuevas construcciones
en los nucleos o dreas clasificados o delimitados al amparo de la misma.

Esta es la posicién de la doctrina mds cualificada’®, que ha intentado solu-
cionar la contradiccién estableciendo dos momentos en la legitimacién de usos y
obras en la servidumbre de proteccién:

— La implantacién «ex novo» del uso o ejecucién de las obras que conlleven un
determinado uso y su modificacion estard sujeta a autorizacion.

— Las obras que se realicen una vez implantado el uso y que no conlleven su modi-
ficacidn se sujetardn a declaracién responsable del promotor.

B) ALCANCE DEL REGIMEN DE FUERA DE ORDENACION: ¢EDIFICACIONES AUTORI-
ZADAS O EDIFICACIONES EXISTENTES?

De otro lado, la interpretacién que se dé a la expresién contenida en el
apartado 3, pdrrafo 1., de la disposicién transitoria 3.* de la LC: «Se respetardn los
usos y construcciones existentes, asi como las autorizaciones ya otorgadas, en los
términos previstos en la disposicién transitoria cuarta». De la lectura de la norma
pueden derivarse dos interpretaciones distintas:

— Que la norma se refiere, en primer lugar, a los usos y construcciones existentes
(realizados con titulo para ello) y, en segundo término, a las autorizaciones
concedidas antes del 29 de julio de 1988, pero cuyo objeto ain no se haya
ejecutado.

— O bien que la norma comprende, de un lado, los usos y construcciones existentes
(ejecutados con o sin titulo para ello) y, de otro, las autorizaciones concedidas
cuyo objeto no se haya ejecutado.

Una interpretacién en sentido favorable a la esfera juridica de los particulares
acogerifa la segunda opcién, apoyada ademds en el principio positivista de que las

13 MENENDEZ REXACH, Angel: «La nueva regulacién de las costas. Un giro hacia el dominio
privado maritimo-terrestre», conferencia impartida en el 7x Congreso de la Asociacién Espariola de
Profesores de Derecho Administrativo, 2014. Pons CANovas, Ferrdn: El nuevo régimen juridico de las
costas. ;Contribuird de forma eficaz a la proteccion y al uso sostenible del litoral?; Edit. Thomson-Reuters
Aranzadi, 2015, p. 266: «Después de la LPYUSL se ha producido, de forma deliberada o involuntaria,
una diferenciacion del régimen de control de tales actuaciones, de manera que continuardn some-
tidas a control preventivo autorizatorio los nuevos proyectos que pretendan llevarse a cabo tanto en
la zona de proteccién reforzada (100 m) como en la zona de proteccién debilitada (20 m), mientras
que las obras que se realicen en las edificaciones y construcciones ya existentes emplazadas en la zona
de proteccién debilitada (20 m) se sujetan a declaracién responsable, como veremos, amén de a la
correspondiente licencia urbanistica municipal».
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leyes se aplican tal y como estdn escritas'. Existe alguna opinién doctrinal® en este
sentido, sin distinguir si las edificaciones existentes antes del 29 de julio de 1988
estaban legitimadas o no, sino simplemente su presencia en la zona de servidumbre
con anterioridad a dicha fecha.

Sin embargo, una interpretacion sistemdtica horizontal con la disposicién
transitoria 4.* 1 de la LC puede llevar a una conclusién distinta, dada la exigencia
de legalizacién de las construcciones carentes de titulo, si asi procede por razones
de interés publico.

Esta es, a su vez, la interpretacién auténtica de la norma, recogida en la
Exposicién de Motivos de la LC'® y en el Predmbulo de la LPUSLY, que distinguen
entre edificaciones ejecutadas legal e ilegalmente a efectos de su régimen juridico,
con fundamento en evitar la carga indemnizatoria que supondria la revocacién de
derechos urbanisticos adquiridos.

4 Axioma juridico latino Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus.

B PEREZ GALVEZ, Juan Francisco: «Obras complementarias e instalaciones accesorias en
la zona de servidumbre de proteccién», en RVAP. Num. especial 99-100, mayo-diciembre 2014, p.
2413: «La Ley de Costas de 1988, en su redaccién originaria, establecié respecto de las edificaciones
existentes disconformes con la legislacién aprobada, la posibilidad de mantenerlas hasta la extincién
de la concesién si estaban ubicadas en el dominio puablico, o indefinidamente, si se encontraban en
terrenos afectados por la servidumbre de proteccion. Dicho de otro modo, si el régimen desarrollado
por el RC 89 estableci6 un régimen de fuera de ordenacién atenuado, salvo para las obras que impli-
casen un aumento de volumen de la edificacién existente en la zona de servidumbre de proteccién, y
un régimen estricto de fuera de ordenacién en la zona de servidumbre de trénsito, con la modificacién
legal y reglamentaria expuesta (Ley 2/2013 y PRC 2014) se ha modificado el régimen juridico de la
dimensién de la servidumbre de proteccidn, se posibilita la legalizacién de aquéllas que ahora quedan
reubicadas, y el de las obras que se pueden realizar legalmente, haciendo mds permiviso el régimen
de las reformas disconformes en el dominio publico y en la zona de trdnsito».

¢ Apartado 1v, tGltimo pdrrafo: «En este contexto, se regula con precision la situacién de
las edificaciones existentes que resulten incompatibles con las disposiciones de la nueva Ley. Si se
construyeron ilegalmente, se abre la posibilidad de legalizarlas, cuando sea posible por razones de
interés publico. Si se construyeron legalmente, se respetan los derechos adquiridos, atemperando la
situacién de la obra a la naturaleza del terreno en que se emplaza. Si estd en el dominio publico, se
mantiene la concesion hasta su vencimiento; si estd en la zona de servidumbre de trdnsito, queda
fuera de ordenacién con las consecuencias previstas en la actual legislacién urbanistica; por dltimo,
si estd en el resto de la zona de servidumbre de proteccidn, se permiten obras de reparacién y mejora
de cualquier tipo, siempre que légicamente, no supongan aumento de volumen de las ya existentes».

17" Apartado 111, parrafo 14.%: «La principal novedad que se introduce respecto de la zona
de servidumbre de proteccién es la dirigida a las edificaciones que legitimamente la ocupan, a cuyos
titulares se les permitird realizar las obras de reparacién, mejora, modernizacién y consolidacién,
siempre que no impliquen un aumento de volumen, altura ni superficie».



3. ANALISIS DE LA DISPOSICION TRANSITORIA 1.* DE LA LPUSL
A) OsjETO

Las disposiciones transitorias 1.* LPUSL y 22.* RGC han recogido la mds
estricta de las tres versiones que se manejaron durante la tramitacién parlamentaria
de la LPUSL", segtn la cual se podrd instar que el régimen previsto en la disposi-
cién transitoria 3.* 3 LC se aplique a los nicleos o dreas que, a su entrada en vigor,
no estuvieran clasificados como suelo urbano, pero reunieran en dicho momento
alguno de los siguientes requisitos:

a) En municipios con planeamiento: los terrenos que contaran con acceso rodado,
abastecimiento de agua, evacuacién de aguas residuales y suministro de
energfa eléctrica y estuvieran consolidados por la edificacién en al menos
un tercio de su superficie, o,

a) careciendo de alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos en dreas
consolidadas por la edificacién como minimo en dos terceras partes de su
superficie, de conformidad con la ordenacién de aplicacion.

b) En municipios sin planeamiento: los terrenos que contaran con acceso rodado,
abastecimiento de agua, evacuacion de aguas residuales y suministro de
energia eléctrica y estuvieran consolidados por la edificacion en al menos
un tercio de su superficie, o,

b') careciendo de alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos en dreas
consolidadas por la edificacién como minimo en la mitad de su superficie.

Hemos de resaltar que, por imperativo del apartado 4 de la disposicion
transitoria 1.* de la LPUSL (que prohibe la construccién en los nicleos o dreas a
que se refiere dicha disposicion de obras nuevas cuyo destino esté prohibido en el
articulo 25 LC), la regla 2.* de la disposicién transitoria 3.* 3 de la Ley 22/1988
(sobre la legitimacién de nuevas construcciones) no resulta aplicable a los niicleos o
dreas a que se refiere la disposicién transitoria 1.%. En mi opinién, esta prescripcion,
sin perjuicio de su posible critica de finalidad normativa®, no resulta en términos
constitucionales, discriminatoria, siempre que se refiera exclusivamente a los nicleos
que se reconozcan en base a la disposicion transitoria 1.* sin estar clasificados como
suelo urbano, pues la disposicion transitoria 3.* 3 de la LC se refiere exclusivamente

'8 Pons CANovas, Ferrdn (op. cit., pp. 259 y 260) narra la evolucién de la enmienda 182
(del Grupo Popular en el Senado) en su tramitacion ante el Congreso y el Senado.

1 Sila finalidad de la disposicién transitoria 3.* 3 de la LC al legitimar nuevas construccio-
nes es la homogenizacién de la fachada maritima, esa misma finalidad ha de buscarse en los nicleos
poblacionales no clasificados como suelo urbano.
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a suelo urbano, mientras que la disposicién transitoria 1.* de la LPUSL amplia el
reconocimiento de los ndcleos costeros a otras clases de suelo®.

De otro lado, los presupuestos para la aplicacién de la disposicién transitoria
1.* 1 dela Ley 2/2013 coinciden sustancialmente con los establecidos en la disposicién
transitoria 10.* 4 del RGC?, del siguiente tenor:

A los efectos de la aplicacién del apartado 1 anterior, s6lo se considerard como suelo
urbano el que tenga expresamente establecida esta clasificacién en los instrumen-
tos de ordenaci6n vigentes en la fecha de entrada en vigor de la Ley de Costas,
salvo que se trate de dreas urbanas en que la edificacién estuviera consolidada o
los terrenos dispusieran de los servicios exigidos en la legislacién urbanistica en la
citada fecha y la Administracién urbanistica competente les hubiera reconocido
expresamente ese carcter.

El apartado 4 de la disposicién transitoria 10.* del RGC (como hacia el
apartado 3 de la disposicién transitoria 9.* RC) introduce el concepto de «dreas
urbanas», como dmbitos que cumplian los requisitos estdticos (consolidacién por la
edificacién o transformacién por la urbanizacién) para ser clasificados como suelo
urbano, pero no habian sido formalmente clasificados como tales en un instrumen-
to de ordenacién cuya entrada en vigor se hubiera producido con anterioridad al
comienzo de vigencia de la Ley de Costas.

Sin embargo, la coincidencia entre la disposicién transitoria 1. 1 de la LPUSL
y la disposicién transitoria 10.* 4 del RGC es sélo sustancial por dos razones:

a) Al presupuesto estdtico de la transformacidn por la urbanizacién (por contar con
los cuatro servicios que constituyen la «urbanizacién primaria») del RGC se
afade que «y estuvieran consolidados por la edificacion en al menos un tercio
de su superficie» —LPUSL—.

20 Sielapartado 4 se refiere también a los nicleos clasificados como suelo urbano, comparto
la opinién de PEREZ GONZALEZ, Catlos: La ordenacion territorial y urbanistica de las zonas costeras en
Galicia, Universidad da Corufa, 2013, pp. 577 y 578 (http://ruc.udc.es/dspace/handle/2183/11559):
«En mi opinién, la adicién del citado apartado 4° de la DT 1* de la Ley 2/2013 supone una clara
discriminacién de trato juridico ante una misma realidad fictica, que ademds puede suponer la
vulneracién de las competencias en materia de ordenacién del territorio, urbanismo y ordenacién
del litoral de las CC.AA.». El Consejo Consultivo de Canarias afirma que dicha regulacién no es
discriminatoria en su Dictamen nim. 289/2013, de 30 de julio de 2013: «En relacién por tltimo
con las prohibiciones contenidas en el apartado 4, esta conclusion no se enerva por el hecho de que
la Disposicién transitoria tercera de la Ley de Costas en su apartado 3 si permita construcciones,
en las condiciones que establece y de forma excepcional, de las prohibidas por el articulo 25. A este
respecto sostiene el Gobierno que la regulacion en este caso ha de ser similar, pero ello no se sostiene
dado que no se contempla la misma situacién, pues en el primer caso se trata de suelos que ya eran
urbanos antes de la entrada en vigor de la Ley, lo que no acontece en la nueva regulacién».

' Que reproduce el apartado 3 de la disposicién transitoria 9.* del RC, derogado por el
Real Decreto 876/2014.



http://ruc.udc.es/dspace/handle/2183/11559

b) Y al presupuesto estdtico de consolidacién por la edificacion (en las dos terceras
partes de la superficie del nicleo o drea en municipios con planeamiento y
en la mitad de la superficie en municipios sin planeamiento??) del RGC se
adiciona en la LPUSL que en el supuesto de carecer «de alguno de los requi-
sitos citados» (se refiere a los cuatro servicios que configuran la «urbanizacién
primaria»), no bastard la concurrencia de una consolidacién edificatoria
sino que deben estar implantados (si hacemos una interpretacion literal)
al menos tres de los servicios urbanisticos bdsicos, dado que la disposicién
transitoria 1. 1 se expresa, al permitir la excepcién de transformacién por la
urbanizacién, en una forma alternativa singular («alguno de los requisitos»),
por lo que sélo podrd carecer el dmbito de uno de los mencionados servi-
cios”. El grado de consolidacién se calculard por relacién entre la suma de
las superficies de las parcelas consolidadas por la edificacién el 29 de julio de
1988 con la superficie total del 4mbito, tras descontar los espacios no aptos
para la edificacién, que la disposicién transitoria 22.* del RGC concreta
en su apartado 6, a), 5.°) a los viales y zonas verdes existentes en la fecha
referida anteriormente.

Lo que si parece quedar claro en la nueva disposicién transitoria 1.* 1 de
la LPUSL es la posibilidad de aplicar extensivamente el régimen de la disposicién
transitoria 3.* 3 de la LC (y, consecuentemente, el de la disposicién transitoria 10.* 4
del RC) a nicleos o dreas que no estén clasificados formalmente como suelo urbano,
sino que cumplan los presupuestos ficticos exigidos legalmente para ello, sin perjuicio
de que, por concurrir otras circunstancias ficticas (como la ubicacién en un medio
rural), los ndcleos o dreas puedan haber sido clasificados formalmente de otro modo,
conforme a la legislacién urbanistica de cada Comunidad Auténoma. Esta interpre-
tacién ya habia sido realizada por la Administracién autondmica canaria en el afo
2007, en aplicacién de la disposicién transitoria 3.* 3 de la LC y de la disposicién
transitoria 9.* 3 del RC, entendiendo que la expresién «drea urbana» podia tener
un significado mds amplio que el de «suelo urbano», comprendiendo nicleos de

22 Eran los requisitos exigidos para considerar un terreno como suelo urbano, por los
articulos 78 y 81.2, respectivamente, del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y
Ordenacién Urbana, aprobado por Real Decreto 1.346/1976, de 9 de abril, vigente en el momento
de entrada en vigor de la LC.

3 Es més flexible la opinién de OLaNo EspiNosa, César: «Servidumbre de proteccién y otras
limitaciones legales», en Comentario a la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de Proteccion y Uso Sostenible del
Litoraly de Modificacion de la Ley 22/1988, de Costas—obra colectiva— (capitulo 1v), edit. Thomson
Reuters Aranzadi, 2014, p. 236 y nota al pie 21: «..., en la DT 1* Ley 2/2013, de 29 de mayo, exige
el mismo grado de consolidacién, pero anade el requisito de que el suelo disponga de alguno de los
servicios urbanisticos». «Cuando la DT 1° a) de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, incluye la expresién
“careciendo de alguno de los requisitos citados”, supone que no se puede carecer de todos y que por
tanto debe disponerse de alguno de los siguientes servicios: acceso rodado, abastecimiento de agua,
evacuacién de aguas residuales o suministro de energfa eléctrican.

115

. 107-127

=)

)
J

015, P

2

no.
o2,

ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO,



Or-127 116

e}
U

P 1

; 2015, PP

32

,
(
L

ANALES DE LA FACULTAD DE DERECH

), 3

poblacién consolidados por la edificacién o transformados por la urbanizacién, pero
no clasificados formalmente como suelo urbano, por ubicarse en un medio rural®.

B) PRECEDENTES NORMATIVOS AUTONOMICOS

La disposicién transitoria 1.* de la LPUSL se enmarca en los conflictos de
competencias que se produjeron entre las Comunidades Auténomas de Galicia y
Canarias y el Estado en cuanto a la fijacién de la anchura de la zona de servidumbre
de proteccién en los supuestos en que el suelo afectado por dicha limitacién tuviera
la clasificacién formal de urbano o bien reuniera los requisitos ficticos necesarios
para ser clasificado como tal o bien delimitado como «drea urbana»®.

La Ley 7/2009, de 6 de mayo, de modificacién del Texto Refundido de
las Leyes de Ordenacién del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de
Canarias sobre declaracién y ordenacién de dreas urbanas en el litoral canario®,
introdujo tres disposiciones adicionales (13.%, 14.* y 15.%) en el TRLOTC, referidas
respectivamente a la aplicacién de la disposicién transitoria 3.* de la LC, a la fijacién
del limite interior de la zona de servidumbre de proteccién y a la constitucién de un
censo de edificaciones ubicadas en el demanio maritimo-terrestre y en sus zonas de
servidumbre de trdnsito y servidumbre de proteccién, que tuvieran valor etnogra-
fico, arquitecténico o pintoresco, al objeto de su consideracién en el otorgamiento

24 Informe de la Jefatura de Servicio Administrativo Occidental de la Direccién General
de Ordenacion del Territorio, de fecha 14 de mayo de 2007, que sirvié de fundamento para rechazar
un requerimiento de la entonces Direccién General de Costas de la Administracién del Estado,
sefialando en su fundamento juridico cuarto:

«40.- Posibilidad de aplicacién del régimen transitorio de la Ley de Costas a nucleos clasi-

ficados y categorizados como asentamiento rural:

[...] Puede apreciarse con claridad que la norma trata de reconocer el aprovechamiento

residencial existente y que incluso éste pueda desarrollarse dentro del perimetro definido,

evitando la extensién hacia el exterior de dicho perimetro. Si la norma atribuye a los asen-
tamientos rurales aprovechamiento residencial (con ciertas particularidades) es evidente
que estd aplicando a dicha clase y categoria de suelo rustico el régimen juridico propio del
suelo urbano, de una forma parcial pero manifiesta. Y la interpretacién del concepto de

«drea urbana» de la disposicién transitoria 9*.3 del Reglamento de Costas podria interpre-

tarse extensivamente hacia nicleos que teniendo dichas caracteristicas, sean, sin embargo,

clasificados de otra forma por la concurrencia de otras circunstancias ficticas que no deben
olvidarse.

No se estarfa haciendo, de este modo, una interpretacion analdgica proscrita por el articulo

4.2 del Cédigo Civil, sino una interpretacién amplia del concepto de «drea urbana», cuya

distincién de la expresién «suelo urbano» en la disposicién transitoria 9.3 del reiterado

Reglamento de Costas ha de tener algtin sentido prictico, tal y como hace el propio infor-

me de la Demarcacién de Costas de Tenerife a que se alude en el antecedente segundo».

» Un andlisis de dicha situacién lo encontramos en Pons CAnovas, Ferrdn, op. cit., pp.
255 a 258.

26 Un estudio de los antecedentes, contenido y valoracién de dicha Ley lo encontramos en
ViLLar Rojas, Francisco José: «Las Areas Urbanas en el Litoral (a propésito de la Ley 7/2009)», loc. cit.



de concesiones y autorizaciones que puedan solicitar los titulares de las mismas al
amparo de la disposicién transitoria cuarta de la Ley de Costas?’.

De ellas, la disposicion adicional 13.* era la mds similar a la disposicién
transitoria 1.* de la LC, senhalando que a efectos de la aplicacién del régimen tran-
sitorio de la Ley de Costas, se declarardn dreas urbanas, con independencia de que
se contemplen o no en un instrumento de ordenacién y de su clase y categoria, las
que, a 29 de julio de 1988, se encontraran en alguno de los siguientes supuestos:

a) Las que comprendieran terrenos que cuenten con acceso rodado, abastecimiento
de agua, evacuacién de aguas y suministro de energfa eléctrica.

b) Las que comprendieran terrenos consolidados por la edificacién al menos en dos
terceras partes de su superficie, si el municipio en el que se ubicara tuviera
en esa fecha planeamiento general en vigor.

¢ Las que comprendieran terrenos consolidados por la edificacién al menos en la
mitad de su superficie, si el municipio en el que se ubicara el asentamiento
no tuviera en esa fecha planeamiento general en vigor.

Aunque el tenor de la disposicién canaria no fuera igual al de la disposicién
transitoria 1.* de la LPUSL, la finalidad era la misma: legitimar el reconocimiento
de niicleos o dreas urbanas que, reuniendo los requisitos materiales para ser clasi-
ficados como suelo urbano, sin embargo, no estin formalmente clasificados como
suelo urbano, extendiendo la regulacién de la legislacién bdsica estatal a todos los
nucleos de poblacién situados en la zona de servidumbre y que cumplan los requisitos
facticos propios del suelo urbano, aunque se hayan integrado en otra clase de suelo.

Sin embargo, la sentencia del Tribunal Constitucional nam. 5/2015, de 22
de enero, ha declarado inconstitucionales® las dos primeras disposiciones adicionales
y los apartados 2 y 3 de la disposicién adicional 15.%, basindose en los siguientes
argumentos:

%7 Esta disposicion trataba de homogeneizar las razones de interés publico que debian tenerse
en cuenta para la legalizacion de las construcciones ubicadas en el dominio ptblico maritimo-terrestre
y en las zonas de trédnsito y servidumbre, anticipando una valoracién técnica de la antigiiedad, inte-
gracion en el litoral y finalidad social de la construccién, si bien dichas circunstancias no coincidian
con la doctrina jurisprudencial que concretaba el concepto juridico indeterminado de «razones de
interés publico», la proteccién e integridad del demanio natural, segtin se puede ver en la sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (sede en S/C de Tenerife) de 30 de noviembre de 2009
(referida al nicleo costero de Cho Vito, en Candelaria), en la sentencia del Tribunal Supremo de 25
de enero de 2013 (sobre una estacién de bombeo para riego agricola de la entidad ptblica empresarial
Balsas de Tenerife, en Tacoronte) o, fuera de Canarias, en la sentencia del Tribunal Supremo de 17
de febrero de 2010 (acerca del camping municipal de Arketa).

% Como precedente, la sentencia del Tribunal Constitucional nim. 87/2012, de 18 de
abril, ya habia declarado inconstitucional la disposicién adicional 3.* de la Ley 9/2002, de 30 de
diciembre, de ordenacién urbanistica y proteccién del medio rural de Galicia, de tenor similar a la

disposicién adicional 13.* del TRLOTC.
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— Ladisposicién adicional 13.%, relativa a la aplicacién de la disposicién transitoria 3.
de la LC alos ntcleos o dreas situados en zona de servidumbre de proteccién
y no clasificados formalmente como suelo urbano, se considera inconstitu-
cional con fundamento en que el Estado, ex articulos 149.1.1.* y 23.* de la
Constitucién, puede establecer limitaciones y servidumbres en los terrenos
colindantes con el dominio piblico maritimo-terrestre, con la finalidad de
garantizar la proteccion y defensa de sus condiciones ambientales, mientras
que las Comunidades Auténomas no pueden incidir en la servidumbre de
proteccién al amparo de la competencia en materia de ordenacién territorial y
urbanistica que prevé el articulo 148.1.3.* de la norma fundamental (EJ. 1.5).

— La disposicién adicional 14.%, que atribufa la competencia para la fijacién del
limite interior de la zona de servidumbre de proteccién a la Administracién
autondmica, se declara inconstitucional porque la operacién de deslinde
del dominio publico maritimo — terrestre por la Administracién estatal
comprende la demarcacién de la servidumbre de proteccién, sin perjuicio
de tener en cuenta la calificacién del uso y destino del suelo sobre el que se
actia (FJ. 1.6)%.

— Y los apartados 2 y 3 de la disposicion adicional 15.* se declararon inconstitu-
cionales porque se posibilitaba la urbanizacién de facto de los terrenos al
margen de la posicién de la Administracion estatal sobre el interés ptblico
de la obra o instalacién incluida en el censo de edificaciones, mientras que
el apartado 1 se considera constitucional porque supone un mecanismo
de colaboracién entre la Administracién del Estado, la Administracién
autondmica y el respectivo Ayuntamiento, emitiéndose el informe de la
Administracién autonémica en base a los datos obrantes en el censo de
edificaciones (F.J. 1.7)%.

# Y ello pese a que el auto del Tribunal Constitucional nim. 277/2009, de 10 de diciem-
bre de 2009, habia levantado la suspensién de la vigencia de dicha disposicién adicional —F.J. 5—:
«.., lo cierto es que no contiene ningun criterio de determinacién del limite interior de la zona de
servidumbre de proteccién y que exclusivamente se limita a conferir a la Administracién urbanistica
actuante la fijacién de ese limite y la ordenacién de los terrenos comprendidos en la misma a partir
de la linea de ribera del mar que fije la Administracién del Estado».

30 El auto nim. 277/2009 también habia levantado la suspension de la vigencia de esta
disposicion con base en los argumentos del E.J. 6: «... los criterios en ella contemplados a los efectos
de que sean considerados en el otorgamiento de las concesiones y autorizaciones que puedan solicitar
los propietarios de la edificaciones incluidas en el censo al amparo de la disposicién transitoria cuarta
de la Ley de costas no tienen por qué resultar incompatibles con las “razones de interés ptiblico”, que
requiere la citada disposicidn transitoria de la Ley de costas para proceder a la legalizacién de las obras
e instalaciones construidas con anterioridad a su entrada en vigor sin la autorizacién o concesién exi-
gible con arreglo a la legislacion de costas entonces vigente, pudiendo constituir precisamente aquellos
criterios en determinados casos “razones de interés publico” que puedan justificar la legalizacion.
Tampoco necesariamente tienen por qué desplazar o prevalecer a otros criterios dotados también de
interés publico que puedan también concurrir en otros casos, como el de la proteccién de los valores
medioambientales del dominio ptblico maritimo-terrestre, y que por resultar preponderantes sobre



C) ANALISIS DEL INFORME A EMITIR POR LA ADMINISTRACION DEL EsTADO

En los apartados 2 y 3 de la disposicién transitoria 1.* de la LPUSL se regula
el informe que debe emitir el Ministerio de Agricultura, Alimentacién y Medio
Ambiente a solicitud de la Administracién urbanistica (la competente para la delimi-
tacién del nicleo o drea®), pudiéndose extraer las siguientes notas de dicho informe:

1) Naturaleza: es un informe preceptivo y vinculante, de conformidad con el arti-
culo 83.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de
las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comun,
al establecer la disposicion transitoria 1.* 2 y 3 de la LPUSL su cardcter
«previo» (a la delimitacién por la Administracién urbanistica competente)
y su sentido «favorable» (a dicha delimitacién).

2) Objeto: comprende dos extremos:

— La «delimitacién» del ndicleo o drea costero. Dicha delimitacién puede haberse
producido desde el planeamiento (que deberd haber sido aprobado con
anterioridad a la entrada en vigor de la LPUSL??) o bien, en defecto de éste,
mediante documentacién técnica aprobada por la Administracién urbanis-
tica, que defina de forma suficiente la delimitacién exterior, su antigiiedad
y las caracteristicas ficticas que justifiquen dicha delimitacién®.

Los pardmetros en los que va a fundamentar su juicio el Ministerio de
Agricultura, Alimentacién y Medio Ambiente respecto a la «delimitacién»
son los presupuestos estdticos de transformacién por la urbanizacién y con-
solidacién por la edificacién previstos en la disposicién transitoria 1.* 1, a)
de la LPUSL, correspondiendo la carga de la prueba a la Administracién
urbanistica, la cual se define con detalle en el apartado 6 de la disposicién
transitoria 22.* del RGC, y que bdsicamente consiste en una memoria descrip-
tiva y justificativa y en la correspondiente documentacién gréfica (esta ltima

aquéllos impidan la legalizacién de las edificaciones, por no concurrir, en definitiva, razones de interés
publico que la justifiquenv.

3 Segtin la disposicién transitoria 22.* 2 del RGC.

32 Disposicién transitoria 22.* 5, pdrrafo 1.2, del RGC.

3 Disposicién transitoria 22.* 5 pdrrafo 2.2, del RGC. OraNo EspiNoOsa, op. cit., p. 237,
senala que «(...), la DT 1* Ley 2/2013, de 29 de mayo si favorece la aplicacién préctica del régimen
transitorio del suelo urbano (DT 3* LC-88) en relacién con los suelos que a la entrada en vigor de la
LC-88 carecfan de planeamiento urbanistico. Si bien a estos suclos también les eran tedricamente
aplicables la DT 9.3 RC y el art. 78.1 a) TRLS-76, tenian enormes dificultades practicas para bene-
ficiarse de las mismas, porque al carecer de planeamiento, no tenian definidas «las dreas delimitadas
por el planeamiento» o «espacios aptos» para la edificacion, sobre los que debia comprobarse el cum-
plimiento del grado de consolidacién de la edificacién de 2/3. Un ejemplo de los problemas précticos
derivados de la inexistencia de planeamiento consta en la Sentencia de la Seccién 2° de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Islas Canarias, con sede en Santa
Cruz de Tenerife, de 31 de mayo de 2011>.
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se descompone en planos, fotografias aéreas de los terrenos anteriores al 29
de julio de 1988 y ortofotografias actuales del nicleo o 4rea)*. Dicho juicio
ha de basarse en el ejercicio de una discrecionalidad técnico-administrativa
(propia del cardcter reglado del suelo urbano), que se concreta en el examen
técnico de las circunstancias fécticas de transformacion o consolidacién del
suelo, sin que en ningtn caso el Ministerio pueda pronunciarse en ejercicio
de una discrecionalidad fuerte, si bien encontramos en la doctrina opinio-
nes en ambos sentidos al referirse a la resolucién del procedimiento por la
Administracién urbanistica®.

En mi opinién, la disposicién transitoria 22.* RGC, que sélo desarrolla
el apartado 2 de la disposicién transitoria 1.* LPUSL (y no su apartado
3), ha detallado de forma estricta el tenor de la disposicion transitoria 1.2,
pues se limita a senalar que la delimitacidn del nicleo o drea puede haberse
establecido en el planeamiento aprobado antes del 31 de mayo de 2013 o,
en caso contrario, se delimitard por la Administracién urbanistica actuante
(pro futuro, es decir, entre el 31 de mayo de 2013 y el 31 de mayo de 2015).
Pero ;qué ocurre si existe planeamiento en el municipio pero no delimita
un nucleo o drea concurriendo los requisitos previstos en el apartado 1 de
la disposicién transitoria 1.* para ello? Mi postura es que debe equiparse
este supuesto al de ausencia de planeamiento, porque si no, pierde sentido
la previsién de consolidacion por la edificacién o transformacién por la
urbanizacién del apartado 1 de la disposicién transitoria 1.2, dado que si
un drea que retne dichos requisitos estd, sin embargo, clasificada en el pla-
neamiento como suelo rdstico de proteccién territorial, hemos de atender a
la realidad factica sobre la clasificacién formal, de acuerdo con la doctrina
de la «fuerza normativa de lo fécticon.

3% AraNa GARcia, Estanislao y Navarro ORTEGA, Asensio: «La Ley de Proteccién y Uso
Sostenible del Litoral: ;un giro hacia lo desconocido?, RVAP. Nim. 97, septiembre-diciembre 2013,
p. 53: «La medida obliga a realizar una situacién de andlisis sobre la situacién legal de estos terrenos
en 1988, lo que se ha definido como una forma de “arqueologfa juridica’.

% Garcfa PEREZ, Martay SANZ LARRUGA, Francisco Javier, op. cit., pp. 41 y 42: «En cuarto
lugar, la resolucion del procedimiento plantea algunas cuestiones importantes. La principal, si se trata
de un acto reglado o discrecional. NUNEz LozaNo entiende que se trata de una decision discrecional,
incluso cuando es un particular quien insta la extensién y el informe del Ministerio es favorable. A
favor de esta interpretacién —sefiala la autora— juega su cardcter més respetuoso con las competencias
urbanisticas de las comunidades auténomas y municipios, ya que la administracién urbanistica puede
manejar criterios mds estrictos que los del Ministerio en el ejercicio de sus propias competencias. [...]
En otras palabras, si no existe impedimento legal aplicable, la Administracién urbanistica que reciba
una solicitud de delimitacién de ciertos nicleos o dreas a efectos de la aplicacién de la transitoria
primera de la Ley 2/2013 debe limitarse a determinar objetivamente si se dan las condiciones a que
se refiere el apartado 1 de la misma. Como hemos sefialado, el 6rgano competente para resolver el
procedimiento emitird una resolucién declarativa, que serd favorable a la aplicacién del régimen de la
transitoria tercera, 3 de la LC a los terrenos afectados si se dan las condiciones legales establecidas y
ha informado favorablemente o no se ha pronunciado en contra el Ministerio competente. Caricter,
pues, reglado, de la potestad».



— La «compatibilidad de rales niicleos o dreas con la integridad y defensa del dominio
piblico maritimo-terrestre.

En este caso, el juicio se inserta atin mds en la discrecionalidad técni-
co-administrativa de especialistas en la materia, sobre la afeccién que dichos
nucleos o dreas puede tener en el dominio ptblico maritimo-terrestre, por
ejemplo, por invadir los servicios urbanisticos o las edificaciones, aunque
sea parcialmente, dicho demanio natural.

3) Forma de inicio del procedimiento: la expresién genérica «se podrd instar» del
apartado 1 de la disposicién transitoria 1.* de la LPUSL se limita en el
apartado 2 de la disposicién transitoria 22.* del RGC a la Administracién
urbanistica competente para la delimitacion del nicleo o drea, restriccion
que no parece ajustada al concepto de interesado que prevé el articulo
31.1, a) de la LRJPA, que incluye en dicha definicién a quienes promuevan
el procedimiento como titulares de un derecho, en este caso, el de propiedad
del articulo 33 de la Constitucién o cualquier otro derecho real, por lo que
entiendo que estamos ante una restriccién reglamentaria de la previsién legal
y, por tanto, viciada de nulidad radical —articulo 62.2 de la LRJPA—¢.

4) Plazo de solicitud por la Administracién urbanistica: hemos de diferenciar dos
situaciones:

— Con cardcter general, el apartado 2.2 de la disposicién transitoria 1.%, respecto
a nucleos o dreas que se hayan delimitado (y clasificado de forma distinta
a suelo urbano —p.e., como suelo rustico de asentamiento rural*’—) por

3¢ En el mismo sentido, Garcia PEREz, Marta y Sanz LarruGa, Francisco Javier, op.
cit., p. 39: «Parece evidente que este procedimiento puede ser iniciado de oficio o a instancia de los
municipios en los que se ubiquen los niicleos o dreas. Pero, ;podria iniciarse a instancia de particulares
interesados en la aplicacién del régimen de la transitoria tercera, 3, de la LC? A nuestro juicio, si. Y
bastarfa para ello acreditar su condicién de propietarios o usuarios de terrenos situados en la zona de
servidumbre de proteccidn y pertenecientes a nicleos o 4reas en los que concurren las circunstancias
de la nueva transitoria primera de la Ley 2/2013». NUREz LozaNo, Maria del Carmen: La reforma
de la Ley de Costas de 2013, Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 149 y 150: «En este sentido,
es claro el interés de los titulares de terrenos que como consecuencia de la extensién de la disposicién
transitoria 3.3 LC queden fuera de la zona de servidumbre de proteccién, y ello aun cuando la
ordenacién urbanistica de los terrenos no se modifique de modo inmediato. M4s dudoso es el interés
de los titulares de terrenos que permanecerian en la zona reducida de servidumbre de proteccién
tras la aplicacién de la disposicion transitoria 1 LPUSL, una vez que se ha introducido el apartado 4
de la disposicién transitoria que estudiamos en el Dictamen de la Comisién (Senado), esto es, en la
medida en que quedan vetadas nuevas construcciones de las prohibidas en el articulo 25 LC, pues
ahora no es posible argumentar, como justificacién de su interés, que la extensién del régimen de
la disposicién transitoria 3.3 LC comporta un régimen especifico de nuevos usos y construcciones
diferente del previsto en la disposicién transitoria 4.2.c) LC, que es el que hasta la fecha se habria
venido aplicando a los nutcleos o dreas».

37 Articulo 55, ¢), 1) TRLOTC.
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el planeamiento aprobado entre el 29 de julio de 1988 y el 31 de mayo de
2013 o se delimiten por la Administracién urbanistica competente (hacia el
futuro, es decir, a partir del 31 de mayo de 2013), el plazo es de dos afios a
partir de la entrada en vigor de la LPUSL, es decir, hasta el 31 de mayo de
2015. Hemos de notar que este apartado no adjetiva los nicleos clasificados
o delimitados con el calificativo de «urbanos», por lo que se entiende que
el régimen transitorio de la LC se amplia por la LPUSL a los ntcleos que
reinan los requisitos fécticos enunciados, con independencia de su clasifi-
cacién formal en el planeamiento®.

— Como supuesto especifico (no excepcional), el apartado 3.0 de la disposicién tran-
sitoria 1%, respecto de los nicleos o dreas ya clasificados como suelo urbano
por el planeamiento o delimitados por la Administracién urbanistica (hacia
el pasado), el plazo es de tres meses desde la entrada en vigor de la LPUSL,
es decir, hasta el 31 de agosto de 2013%.

5) Plazo de emisidn: en ambos casos, 18 meses desde la recepcion de la solicitud de
la Administracién urbanistica en el Registro del Ministerio.

6) Sentido «presunto» del informe en caso de inactividad formal del Ministerio:
favorable. Dada la extension del plazo, se entiende el cardcter positivo del
silencio, si bien hay que sefialar que podia haberse justificado su sentido

negativo por «razones imperiosas de interés general»* y que dicho sentido

positivo ha sido criticado por la doctrina®!.

3% En este sentido se pronuncia PEREZ GONZALEZ, Carlos, op. cit., pp. 570y 571: «El hecho
de que el apartado 2° de la mencionada DT 1° se refiera a los “nicleos o dreas” sin adjetivarlos como
“urbanos” o “rurales” abre un minimo resquicio para entender que el procedimiento que establece la
DT 1°se aplique igualmente al suelo clasificado como “rural” por el planeamiento urbanistico. ... En
el supuesto de que la Direccién General de Costas entienda que el supuesto pergefiado en la DT 1°.2°
se aplica también a los nucleos “rurales” —lo cual parece probable dado que en caso contrario la
reforma legislativa careceria de sentido— ...».

% NUNEz LozaNo, ap. cit., p. 151: «No se senala plazo para el supuesto de que el nicleo
o el 4rea se encuentren delimitados o clasificados como suelo urbano, si bien se obliga, como ya nos
consta, a que se solicite el informe estatal en el referido plazo de tres meses desde la entrada en vigor
de la LPUSL (apartado tercero de la disposicién). Este plazo menor puede explicarse por la mayor
facilidad que supone el que el nicleo o drea ya se encuentre delimitado o clasificado».

4 La proteccién del medio ambiente se comprende entre las materias que el Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas define como razones imperiosas de interés general para justificar
el silencio negativo en un procedimiento, de acuerdo con el articulo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23
de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

i Pgrez GoNzALEZ, Carlos, ap. cit., p. 574: «En los supuestos contemplados en la DT 1°
apartados 2° y 3° resulta discutible que el sentido del silencio administrativo sea favorable, de no
emitirse informe por el MAGRAMA en el plazo de dieciocho meses, dado que supone una ruptura
de la regla general contenida en el art. 43.2 de la Ley 30/1992, de silencio desestimatorio cuando
se puedan transferir al solicitante facultades relativas al dominio pubico, entre los que estd la
determinacién de la anchura de la franja correspondiente a la servidumbre de proteccién». Garcia
PEREZ, Marta y SANZ LARRUGA, Francisco Javier: «Reflexiones en torno a la Ley 2/2013, de 29 de



D) LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA OBLIGACION DE SOMETER A UN NUEVO
ANALISIS A LAS AREAS URBANAS YA RECONOCIDAS POR LA ADMINISTRACION
URBANISTICA

La disposicién transitoria 1.* de la LPUSL establece en su apartado 3 que
las Administraciones urbanisticas que ya hayan delimitado o clasificado como suelo
urbano a los ntcleos o dreas a los que se refiere la disposicién transitoria 1*.1 deberdn
solicitar al Ministerio de Agricultura, Alimentacién y Medio Ambiente el informe
previsto en la disposicién transitoria 1.* 2 en el plazo de tres meses desde la entrada
en vigor de la presente Ley.

He de destacar este apartado porque, en mi opinién, se vulnera el prin-
cipio de irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales
previsto en el articulo 9.3 de la norma constitucional, y es que, en la prictica, la
Administracién urbanistica autondmica competente habrd reconocido un nicleo
o 4rea urbana como suelo urbano (y, por tanto, de acuerdo con las disposiciones
transitoria 3.* 3 de la LC y 9.* 3 del RC) se les obliga a someter de nuevo al informe
vinculante de la Administracién del Estado la situacién fictica de dichos niicleos o
dreas, desconociendo la firmeza que dicho reconocimiento puede haber adquirido*
(incluso mediando un pronunciamiento judicial sobre el mismo*?).

mayo, de Proteccién y Uso Sostenible del Litoral y de modificacién de la Ley 22/1988, de 28 de julio,
de Costas», 1x Congreso de la Asociacion Espariola de Profesores de Derecho Administrativo, Universidad
de A Coruna, 2013-2014, p. 41: «Por lo demds, la asignacién de un cardcter favorable al informe no
emitido es un sinsentido juridico, que no hace sino agravar los efectos perniciosos de la doctrina
del silencio porque se proyecta sobre supuestos no necesitados de esta técnica. La razén es clara: si
el legislador ofrece a la Administracién estatal la posibilidad de pronunciarse dentro del 4émbito de
sus competencias sobre la delimitacién y compatibilidad de los nicleos o dreas con la integridad y
defensa del dominio pdblico maritimo-terrestre, lo que se espera es que la Administracién se pro-
nuncie necesariamente cuando aquella delimitacién y esa compatibilidad perjudiquen al demanio.
Si no se pronuncia, es que nada tendréd que decir, y punto. La prevision de un informe “presunto” de
sentido favorable no aporta nada al procedimiento, por lo que deberia haberse omitido la referencia
legal y hacerse, por tanto, aplicable la regla prevista en el articulo 83.4 de la Ley 30/1992, para los
informes no emitidos provenientes de otras Administraciones Publicas, conforme a la cual “podrén
proseguirse las actuaciones™.

2 No es tan critica NUNEZ LozANO (0p. cit., pp. 148 y 149): «Por lo que respecta a la tercera
situacién, se trata de nicleos o 4dreas sujetos a las prescripciones generales de la LC referentes a la
zona de servidumbre de proteccién porque en 1988 no se econtraban formalmente clasificados como
urbanos ni tampoco se les reconocié este cardcter, pero que después han adquirido juridicamente tal
condicién. La LPUSL reconoce, pues, que ha sido factible que terrenos que no estaban clasificados
como urbanos cuando fueron incluidos en la zona de servidumbre de protecciéon adquiriesen con
posterioridad tal cardcter».

# Es el caso del acuerdo de la Comisién de Ordenacién del Territorio y Medio Ambiente
de Canarias (COTMAC) de 6 de febrero de 2007, que diponia: «Primero.- Reconocer que los asen-
tamientos de Alméciga, Roque de Las Bodegas y Tachero (municipio de Santa Cruz de Tenerife)
cuentan con las caracteristicas de consolidacién por la edificacién y por la urbanizacién propias del
suelo urbano con anterioridad al 29 de julio de 1988 —momento de entrada en vigor de la Ley de
Costas—, por lo que procede su declaracién como “4reas urbanas” a los efectos previstos en la Dis-
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Y por este motivo (entre otros) se ha interpuesto por el Gobierno de Cana-
rias el recurso de inconstitucionalidad n.° 5009/2013 contra la LPUSL, con pro-
nunciamiento favorable del Consejo Consultivo de Canarias, que en su Dictamen
nim. 289/2013, de 30 de julio de 2013, afirma que el apartado 4 de la disposicién
transitoria 1.* conlleva una retroactividad auténtica o de grado mdximo, en cuanto
se sujeta a nuevo informe de la Administracion del Estado a niicleos o dreas que ya
tenfan reconocidas las caracteristicas de suelo urbano a fecha 29 de julio de 1988,
es decir, se prevé una actuacién sobre situaciones de hecho consumadas*.

4. CONCLUSIONES

1%) En la servidumbre de proteccién del dominio publico maritimo-terres-
tre, las obras de reparacién, mejora, consolidacién y modernizacién a realizar sobre
construcciones e instalaciones existentes estin sujetas a declaracién responsable
ante la Administracién autonémica, mientras que la ejecucién en dicha zona de una
«obra nueva», al amparo de los articulos 25 de la Ley de Costas y 49.1 del Regla-
mento General de Costas, serd objeto de intervencién previa de la Administracién
autondémica a través de la correspondiente autorizacién, al igual que la ejecucién
de obras complementarias e instalaciones accesorias en edificaciones preexistentes
en los nicleos o dreas que se delimiten al amparo de la disposicién transitoria 1.2
de la Ley 2/2013, siempre que se encuentren vinculadas a las mismas y cumplan la
normativa urbanistica en vigor, de acuerdo con la disposicién transitoria 22.* 8 del

posicién Transitoria Novena, punto 3°, del Reglamento de Costas. Segundo.- Instar de la Direccién
General de Costas del Ministerio de Medio Ambiente la rectificacién de la anchura de la zona de
servidumbre de proteccién del demanio maritimo-terrestre al limite interior [mds préximo al mar] de
los asentamientos citados, estableciendo dicha linea de servidumbre de conformidad con la prevista
en la aprobacién del Plan Rector de Uso y Gestién del Parque Rural de Anaga, cuyos planos se ad-
juntan». Por tanto, la COTMAC reconocié como «dreas urbanas» los asentamientos rurales costeros
de Almdciga, Roque de las Bodegas y Tachero, remitiendo la delimitacién a la establecida en el Plan
Rector de Uso y Gestién del Parque Rural de Anaga, a cuyo limite interior [el mds préximo al mar]
se interesé de la entonces Direccién General de Costas la rectificacién de la anchura de la zona de
servidumbre de proteccion. Y dicho acuerdo se declaré ajustado a derecho, al desestimar el recurso
interpuesto contra el mismo por la Direccién General de Costas la sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias nim. 39/2010, de 21 de abril de 2010. No obstante, dado que el reconocimiento
del nticleo no lo es como suelo urbano, sino como asentamiento rural, desde un punto de vista estricto
no se incluirfa en la disposicién transitoria 1. 3 de la LPUSL. Si serfa perfectamente encajable en
dicho apartado el caso del reconocimiento como 4rea urbana [suelo urbano] del nicleo costero de
El Tablado, en el municipio de Giiimar, por la Sentencia de la Audiencia Nacional de 4 de junio de
2008, confirmada por la del Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 2011.

4 La sentencia del Tribunal Constitucional nim. 233/2015, de 5 de noviembre (BOE
nam. 296, de 11 de diciembre de 2015), concluye que la disposicién transitoria 1.* de la Ley 2/2013 es
constitucional, pero lo hace analizando los dos motivos de inconstitucionalidad invocados en el recurso
de inconstitucionalidad nim. 5012/2013, interpuesto por 106 diputados del Grupo Parlamentario
Socialista: vulneracién del principio de seguridad juridica e invasién de la competencia autonémica
en materia de ordenacidn territorial y urbanistica.



Reglamento General de Costas, que flexibiliza la prohibicién prevista en el apartado
4 de la citada disposicién transitoria 1.2

2.%) En la zona de servidumbre de proteccidn, de acuerdo con el parrafo 1°
de la disposicién transitoria 3.* 3 de la Ley de Costas, se respetardn los usos y cons-
trucciones existentes a 29 de julio de 1988 y que cuenten con el correspondiente
titulo para ello, asi como las autorizaciones concedidas antes de dicha fecha, pero
cuyo objeto atin no se haya ejecutado, quedando en una situacién de fuera de orde-
naci6én que podriamos denominar «sectorial», por resultarles de aplicacién el régimen
juridico establecido al respecto en la Ley de Costas.

Sin embargo, las edificaciones existentes con anterioridad al 29 de julio de
1988 pero ejecutadas sin el correspondiente titulo, Gnicamente podrdn ser legaliza-
das en los términos de la disposicién transitoria 4.* de la Ley de Costas, es decir, si
concurren razones de interés publico para ello, debiendo, en caso contrario, ejercerse
sobre las mismas la potestad de restablecimiento de la legalidad.

3.%) Las disposiciones transitorias 1.* de la Ley 2/2013 y 22.* del Reglamen-
to General de Costas habilitan la extensién del régimen previsto en la disposicién
transitoria 3.* 3 de la Ley de Costas a los nicleos o dreas que, a 29 de julio de 1988,
no estuvieran clasificados como suelo urbano, pero reunieran en dicho momento
alguno de los siguientes requisitos:

a) En municipios con planeamiento:

1) los terrenos que contaran con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacua-
cién de aguas residuales y suministro de energfa eléctrica y estuvieran
consolidados por la edificacién en al menos un tercio de su superficie, o,

2) careciendo de alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos
en 4reas consolidadas por la edificacién como minimo en dos terceras
partes de su superficie, de conformidad con la ordenacién de aplicacién.

b) En municipios sin planeamiento:

1) los terrenos que contaran con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacua-
cién de aguas residuales y suministro de energfa eléctrica y estuvieran
consolidados por la edificacién en al menos un tercio de su superficie, o,

2) careciendo de alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos en
dreas consolidadas por la edificacién como minimo en la mitad de su
superficie.

La nueva normativa, que se enmarca en los conflictos de competencias que se
han producido entre las Comunidades Auténomas de Galicia y Canarias y el Estado
en cuanto a la fijacién de la anchura de la zona de servidumbre de proteccién, extiende
dicho régimen transitorio a nticleos o 4reas no clasificados formalmente como suelo
urbano, pero que, sin embargo, cumplen los presupuestos ficticos de transformacién
por la urbanizacién o consolidacién por la edificacién exigidos legalmente para ello,
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sin perjuicio de que, por concurrir otras circunstancias (como la ubicacién en un
medio rural), los ntcleos o dreas puedan haber sido clasificados formalmente de
otro modo, conforme a la legislacién urbanistica de cada Comunidad Auténoma.

4.*) La «delimitacién» del nicleo o drea costero puede haberse producido
desde el planeamiento (que deberd haber sido aprobado con anterioridad al 31 de
mayo de 2013) o bien, en defecto de éste, mediante documentacién técnica aprobada
por la Administracion urbanistica, que defina de forma suficiente la delimitacién
exterior, su antigiiedad y las caracteristicas fécticas que justifiquen dicha delimitacién.

La disposicién transitoria 22.* del Reglamento General de Costas, que sélo
desarrolla el apartado 2 de la disposicién transitoria 1. (y no su apartado 3), aplica
de forma estricta la disposicion transitoria 1.%, pues se limita a sehalar que la deli-
mitacién del nicleo o drea puede haberse establecido en el planeamiento aprobado
antes del 31 de mayo de 2013 o, en caso contrario, se delimitard por la Adminis-
tracién urbanistica actuante (pro futuro, es decir, entre el 31 de mayo de 2013 y
el 31 de mayo de 2015). No obstante, no se contempla el supuesto de existencia de
planeamiento en el municipio que no delimita un nicleo o drea concurriendo los
requisitos previstos en el apartado 1 de la disposicién transitoria 1.* para ello, y, ante
tal laguna, debe equiparse dicho supuesto al de ausencia de planeamiento, porque si
no, pierde sentido la prevision de consolidacién por la edificacion o transformacién
por la urbanizacién del apartado 1 de la disposicién transitoria 1.%, dado que si un
drea que retine dichos requisitos estd, sin embargo, clasificada en el planeamiento,
por ejemplo, como suelo rustico de proteccién territorial, hemos de atender a la
realidad fictica sobre la clasificacién formal, de acuerdo con la doctrina de la «fuerza
normativa de lo féctico».

5.9) La delimitacién de dichos nucleos o dreas requiere solicitud de la Ad-
ministracién urbanistica competente para la emisién de informe vinculante por la
Administracién del Estado, distinguiéndose dos supuestos:

1) Con cardcter general, respecto a nicleos o dreas, no clasificados como suelo
urbano, que se hubieran delimitado por el planeamiento aprobado entre el
29 de julio de 1988 y el 31 de mayo de 2013 o se delimiten por la Adminis-
tracién urbanistica competente (a partir del 31 de mayo de 2013) —exista
o no planeamiento en el municipio—, se podia instar dicho informe hasta
el 31 de mayo de 2015 —disposicién transitoria 1.* 2—.

2) Como supuesto especifico, respecto de los nicleos o dreas ya clasificados como
suelo urbano por el planeamiento o delimitados por la Administracién
urbanistica (hacia el pasado), se podia instar dicho informe hasta el 31 de
agosto de 2013 —disposicién transitoria 1.* 3—.

En mi opinién, este supuesto vulnera el principio de irretroactividad de las
disposiciones restrictivas de derechos individuales previsto en el articulo 9.3 de la
Constitucién, pues a pesar de que la Administracién urbanistica autonémica com-
petente ha reconocido antes de la entrada en vigor de la Ley 2/2013 un ndcleo o



drea como suelo urbano o 4rea urbana (de acuerdo con las disposiciones transitoria
3.2 3 de la Ley de Costas y 9.* 3 del Reglamento de Costas de 1989), se sujeta de
nuevo dicha situacion fictica al informe vinculante de la Administracién del Estado,
desconociendo la firmeza que dicho reconocimiento puede haber adquirido.
Ademds, entiendo que la solicitud puede formularse por los titulares de
derechos reales en la zona de servidumbre de proteccion, por lo que la disposiciéon
transitoria 22.* 2 del Reglamento General de Costas, que restringe dicha posibilidad a
la Administracién urbanistica competente, debe entenderse contraria a la norma legal.

6.%) El informe vinculante a emitir por la Administracién General del Estado
ha de pronunciarse sobre dos extremos:

— La «delimitacién» del nicleo o 4rea costero. Dicha delimitacién puede haberse

producido desde el planeamiento (que deberd haber sido aprobado con an-
terioridad a la entrada en vigor de la Ley 2/2013) o bien, en defecto de éste,
mediante documentacién técnica aprobada por la Administracién urbanis-
tica, que defina de forma suficiente la delimitacién exterior, su antigiiedad
y las caracteristicas fécticas que justifiquen dicha delimitacidn.
Los pardmetros en los que va a fundamentar su juicio el Ministerio de Agri-
cultura, Alimentacién y Medio Ambiente respecto a la «delimitacién» son
los presupuestos estdticos de transformacién por la urbanizacién y conso-
lidacién por la edificacion previstos en la disposicién transitoria 1.* 1, a) de
la Ley 2/2013, correspondiendo la carga de la prueba a la Administracién
urbanistica. Dicho juicio ha de basarse en el ejercicio de una discrecionalidad
técnico-administrativa (propia del cardcter reglado del suelo urbano), que se
concreta en el examen técnico de las circunstancias fécticas de transforma-
cién o consolidacién del suelo, sin que en ningtn caso el Ministerio pueda
pronunciarse en ejercicio de una discrecionalidad fuerte.

— La «compatibilidad de rales niicleos o dreas con la integridad y defensa del dominio

piblico maritimo-terrestre.
En este caso, el juicio se inserta atin mds en la discrecionalidad técnico-ad-
ministrativa de especialistas en la materia, sobre la afeccién que dichos
nucleos o dreas pueden tener en el dominio publico maritimo-terrestre, por
ejemplo, por invadir los servicios urbanisticos o las edificaciones, aunque
sea parcialmente, dicho demanio natural.

Recibido: marzo 2016
Aceptado: mayo 2016
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